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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO DÉCIMO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO 

 

Bogotá, D.C., veintitrés (23) de enero de dos mil veintitrés (2023). 

 

Radicación:          Tutela 110013107010-2022-00161 00            

Accionante           CRISTIAN DAVID RESTREPO PIEDRAHITA  

Accionadas:         ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES  

Asunto:                ACCIÓN DE TUTELA 1ª INSTANCIA 

Decisión:             NIEGA HECHO SUPERADO  

 

OBJETO 

 

Emitir el pronunciamiento que en derecho corresponda, respecto de la acción de tutela incoada por el 

señor CRISTIAN DAVID RESTREPO PIEDRAHITA, identificado con cédula de ciudadanía número 

9.863.251, en nombre propio, contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- 

COLPENSIONES por la presunta violación de su derecho fundamental de petición Art. 23 C.N., y 

debido proceso Art. 29 C.N. 

 

 

HECHOS Y PRETENSIONES 

 

Aduce el accionante que el 30 de julio de 2021, COLPENSIONES emitió la Resolución N° 

SUB175930, por medio de la cual negó el reconocimiento y pago de auxilio funerario, solicitado con 

ocasión al fallecimiento de MIGUEL ÁNGEL GARCÍA MONTAÑA quien en vida se identificaba con la 

cédula de ciudadanía N° 299.379. 

 

Añade que, contra esa decisión interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, siendo 

desatado el primero de ellos el 24 de noviembre de 2021 a través del acto administrativo SUB311417, 

resolución impugnada y concediendo el recurso de apelación ante el superior jerárquico. 

 

Destaca que a la fecha de interposición de la acción constitucional no ha obtenido pronunciamiento de 

la accionada respecto del recurso de apelación. 

 

DERECHOS FUNDAMENTALES PRESUNTAMENTE VULNERADOS 
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De acuerdo con el escrito de demanda el señor CRISTIAN DAVID RESTREPO PIEDRAHITA, 

considera vulnerado su derecho fundamental de petición y debido proceso, conforme a los artículos 23 

y 29 de la Carta Política. 

 

 

PRETENSIONES 

El actor en tutela depreca del Juez constitucional, se ampare sus derechos fundamentales de petición 

y debido proceso y como consecuencia de ello, le ordene a COLPENSIONES dar respuesta de fondo 

el recurso de apelación interpuesto. 

 

ACTUACIÓN PROCESAL 

El 16 de diciembre del año anterior, por reparto se recibió escrito de tutela elevado por el ciudadano 

CRISTIAN DAVID RESTREPO PIEDRAHITA, identificado con cédula de ciudadanía 9.863.251, 

motivo por el cual en la misma fecha se avocó1 conocimiento de la acción constitucional y se ordenó 

correr traslado del escrito de tutela a la parte demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES- COLPENSIONES, para el ejercicio del derecho de defensa y contradicción, librando los 

oficios respectivos el 19 de diciembre del año 20222. 

 

 

Respuesta de la entidad accionada 

 

 ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES  

 

Descorre el traslado la Dra. MALKY KATRINA FERRO AHCAR, en su calidad de directora de 

acciones constitucionales, quien informa que, esa entidad a través de la Resolución N° DPE 16391 

fechada 23 de diciembre de 2022, emitida por la Dirección de Prestaciones Económicas, dio respuesta 

de fondo a lo pretendido en el escrito tutelar por el señor CRISTIAN DAVID RESTREPO 

PIEDRAHITA, acto administrativo que se encuentra en proceso de notificación, pues los tres intentos 

telefónicos de obtener contacto con el demandante fueron infructuoso por lo cual procedieron a 

remitirle carta de citación a fin de realizar la notificación personal.   

 

Añade que, transcurridos cinco días después de recibida la comunicación sin que el señor Restrepo, 

se hubiese acercado a esa entidad se procederá a realizar el proceso de notificación por aviso, 

                                                 
1 Documento 5 archivo digital  
2 Documento 8 ibídem. 
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proceso de notificación realizado de acuerdo a lo establecido en los artículos 68 y 69 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.   

 

Destaca que, la vulneración de los derechos fundamentales del señor CRISTIAN DAVID RESTREPO 

se encuentra superada, dando como resultado que las pretensiones de la acción de tutela quedan sin 

objeto, por lo cual solicita dar aplicación a la carencia actual de objeto por hecho superado.  

 

Anexa como prueba la Resolución N° 2021_9250179_2 DPE 16391 fechada 23 de diciembre de 2022 

la cual consta de cuatro folios.  

 

 

ACERVO PROBATORIO 

 

1.- Demanda presentada por el accionante CRISTIAN DAVID RESTREPO PIEDRAHITA. (En 2 folios). 

2.- Copia Resolución N° SUB175930 fechada 30 de julio de 2021, por medio la cual se resuelve 

solicitud de reconocimiento y pago de auxilio funerario. (En 4 folios)  

3.- Copia escrito del 12 de agosto de 2021, por medio del cual se interpuso recurso de reposición y en 

subsidio apelación. (En 4 folios). 

4.- Copia de la Resolución N° SUB311417 calendada 24 de noviembre de 2021, por medio de la cual 

se desató recurso de reposición. (En 3 folios).  

 

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

 

COMPETENCIA  

 

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Nacional, en armonía con los Decretos 2591 de 

1.991, 1382 de 2.000 y 333 de 2021 artículo 1 numeral 2, este despacho es competente para conocer 

la demanda de tutela interpuesta en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES - COLPENSIONES, pues se trata de una empresa industrial y comercial del Estado, 

organizada como entidad financiera de carácter especial, vinculada al Ministerio de Trabajo.  

 

DE LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA Y PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

Legitimación por activa. 

 

Recae sobre el accionante CRISTIAN DAVID RESTREPO PIEDARHITA, quien es titular del derecho 

de petición y debido proceso invocados como conculcados.  

 

Legitimación por pasiva 
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Los artículos 5º, 13 y 42 del Decreto 2591 de 1991, prevén que la acción de tutela se puede promover 

contra autoridades y contra particulares respecto de quienes el solicitante se halle en situación de 

subordinación e indefensión. De esta forma, este requisito se encuentra acreditado puesto que la 

solicitud de tutela se dirige contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –

COLPENSIONES, que está legitimada en la causa por pasiva de conformidad con el numeral 8 del 

artículo 42 del Decreto 2591 de 1991 y quien es llamada a responder respecto de los derechos 

fundamentales que se invocan como vulnerados. 

  

Esta acción, es un medio con el que cuenta todo individuo sin distingo alguno y puede ser promovida 

por sí mismo o por interpuesta persona y, sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro 

medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable. 

 

Requisito de inmediatez.  

 

Al respecto, se ha precisado que la protección de los derechos fundamentales, vía acción 

constitucional, debe invocarse en un plazo razonable y oportuno contado entre la ocurrencia del hecho 

generador de la transgresión y la interposición del amparo. Lo anterior, en procura del principio de 

seguridad jurídica y de la preservación de la naturaleza propia de la acción de tutela.  

 

Conforme lo expuesto, en este caso, el requisito de inmediatez se encuentra cumplido dado que el 

actor en tutela en término prudente y razonable expuso ante el juez constitucional el hecho o la 

conducta que encontró era causa de la vulneración de derechos fundamentales en busca de su 

protección constitucional, pues como lo señala el 24 de noviembre de 2021, se desató el recurso de 

reposición y se concedió el de apelación y respecto a este último es que reclama la decisión de fondo. 

 

Requisito de subsidiariedad. 

 

El artículo 86 de la Carta establece de manera clara que: 

 

“(...) Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante 

un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección 

inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 

(...) 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 

aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (...)”. 

 

Al respecto, a través de la jurisprudencia constitucional se ha advertido, de existir otro medio de 

defensa judicial, el presupuesto de subsidiariedad que rige la acción de tutela debe analizarse en cada 
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caso concreto con el fin de determinar la idoneidad y eficacia del referido medio para lograr la 

protección pretendida en el contexto en el que se encuentra el sujeto activo de la acción. 

  

Así, en los eventos en que el amparo proceda como mecanismo definitivo, ha precisado que la 

ineficacia y falta de idoneidad de los medios ordinarios de defensa con que cuente el accionante 

deben ser estudiados atendiendo el contexto del caso y las especiales condiciones del afectado, 

pues solo así, será posible determinar si tales mecanismos ofrecen una solución integral desde una 

dimensión constitucional y no meramente formal.  

 

En palabras de la Corte “(…) el medio de defensa ordinario debe estar llamado a proteger el derecho 

fundamental conculcado y, además, a hacerlo de manera oportuna, toda vez que, como ya ha sido 

señalado por esta Corporación, el Juez de tutela, al interpretar constitucionalmente asuntos 

laborales, no persigue la solución de un conflicto o diferencia entre el trabajador y el empresario para 

hallar la solución correcta, sino pretende, la definición de campos de posibilidades para resolver 

controversias entre derechos o principios fundamentales (...)”3. 

 

Por eso, en el evento en que la acción constitucional proceda como mecanismo transitorio, se 

requiere la configuración de un perjuicio irremediable, el cual, jurisprudencialmente se ha reiterado, 

debe ser inminente y grave, de allí que, las medidas para evitar su consumación obedezcan a los 

criterios de urgencia e impostergabilidad4. Sobre esa base, ha agregado la Corte que: “(…) (ii) el 

estado de salud del solicitante y su familia; y (iii) las condiciones económicas del peticionario del 

amparo (...)” constituyen criterios orientadores al momento de determinar la existencia o no de un 

perjuicio irremediable5.  En este último escenario, la decisión de amparo constitucional tiene un 

alcance transitorio, en el sentido de que solo se mantiene vigente mientras la autoridad judicial 

competente decide de fondo sobre la acción ordinaria instaurada por el afectado. 

 

Problema jurídico:  

 

Con base en lo anterior, corresponde al despacho dar solución al siguiente problema jurídico: 

 

1. Determinar si se vulneró el derecho fundamental de petición alegado por el señor CRISTIAN 

DAVID RESTREPO PIEDRAHITA, quien adujo que COLPENSIONES no le ha dado respuesta de 

fondo al recurso de apelación que interpuso como subsidiario al de reposición contra la Resolución 

SUB175930, a pesar que este último se desató desde el 12 de agosto de 2021, lo que a su vez 

genera vulneración a su derecho al debido proceso. 

 

                                                 
3 Sentencia T- 064 de 2016 (M.P Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
4 Respecto de la urgencia precisó la Corte desde sus inicios que: “(…) hay que instar o precisar (…) su pronta ejecución o remedio”.  Las medidas 
urgentes deben adecuarse a la inminencia del perjuicio y a las circunstancias particulares del caso. Y en cuanto a la impostergabilidad ha referido que 
“las medidas de protección “(…) deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable”. Sentencias 
T-225 de 1993, T-107 de 2017, T- 064 de 2017, entre otras.  
5 Sentencia T- 064 de 2017 (M.P Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
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Para la resolución de dichos asuntos se analizarán los siguientes tópicos: i) el derecho fundamental 

de petición en general ii) trámite de los recursos de la vía gubernativa iii) hecho superado iv) 

resolución del caso  

 

 Derecho Fundamental de Petición  

 

El demandante CRISTIAN DAVID RESTREPO PIEDRAHITA, en nombre propio interpuso la acción al 

considerar que la actuación desplegada por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES, han vulnerado su derecho fundamental de petición, por no haber dado respuesta 

de fondo al recurso de apelación que interpusiera como subsidiario al de reposición desde el 12 de 

agosto de 2021, el cual fue desatado desde el 24 de noviembre de 2021.  

 

Teniendo en cuenta la realidad fáctica y probatoria enunciada, se procede a estudiar si emerge o no la 

vulneración al derecho fundamental de petición reclamado por CRISTIAN DAVID RESTREPO 

PIEDRAHITA, el cual se encuentra consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, como: “la 

facultad que tienen todas las personas de acudir ante las autoridades y presentar solicitudes 

respetuosas, de carácter general o particular, para obtener de ellas una pronta y adecuada respuesta”. 

 

El artículo 14 del Código Contencioso Administrativo señala el término dentro del cual se deben 

resolver las peticiones así: “salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá 

resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción…” 

 

Igualmente, la jurisprudencia constitucional ha reconocido su carácter fundamental en los siguientes 

términos:  

 

"Se trata de uno de los derechos fundamentales cuya efectividad resulta indispensable para el logro de 

los fines esenciales del Estado, particularmente el servicio a la comunidad, la promoción de la 

prosperidad general, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y 

la participación de todos en las decisiones que los afectan, así como para asegurar que las autoridades 

cumplan las funciones para las cuales han sido instituidas (artículo 2º C.P.)6" 

 

Y el término para resolver los recursos de la vía gubernativa se encuentra establecido en el artículo 

79 de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo: 

 

“TRÁMITE DE LOS RECURSOS Y PRUEBAS. Los recursos se tramitarán en el efecto suspensivo. 

Los recursos de reposición y de apelación deberán resolverse de plano, a no ser que al interponerlos se haya 

solicitado la práctica de pruebas, o que el funcionario que ha de decidir el recurso considere necesario 

decretarlas de oficio. 

                                                 
6Sentencia del 12 de mayo de 1992, M.P José Gregorio Hernández Galindo. 
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Cuando con un recurso se presenten pruebas, si se trata de un trámite en el que interviene más de una parte, 

deberá darse traslado a las demás por el término de cinco (5) días. 

Cuando sea del caso practicar pruebas, se señalará para ello un término no mayor de treinta (30) días. Los 

términos inferiores podrán prorrogarse por una sola vez, sin que con la prórroga el término exceda de treinta 

(30) días. 

En el acto que decrete la práctica de pruebas se indicará el día en que vence el término probatorio. 

 

ARTÍCULO 80. DECISIÓN DE LOS RECURSOS. Vencido el período probatorio, si a ello hubiere lugar, y sin 

necesidad de acto que así lo declare, deberá proferirse la decisión motivada que resuelva el recurso. 

La decisión resolverá todas las peticiones que hayan sido oportunamente planteadas y las que surjan con 

motivo del recurso.” 

La Corte Constitucional ha señalado en reiteradas oportunidades que el derecho de petición se vulnera 

cuando el recurso interpuesto contra un acto administrativo no se resuelve oportunamente y ha 

sostenido:  

 
“Esta Corporación ha establecido el carácter de derecho fundamental constitucional de que goza el derecho de 

petición.7 En esa medida ha entendido, que tal derecho comprende no solamente la prerrogativa de obtener una 

pronta resolución a la solicitud por parte de la autoridades a quienes es formulada, sino que correlativamente implica 

la obligación por parte de éstas de resolver de fondo y de manera clara y precisa lo solicitado.8  

 

De igual manera ha señalado, que para el caso específico de que la administración no tramite o no 

resuelva los recursos interpuestos en la vía gubernativa, dentro de los términos legalmente señalados, 

se vulnera el derecho de petición. 

 
“Ello es así, por cuanto el uso de los recursos establecidos en el Código Contencioso Administrativo, es desarrollo del 
derecho de petición, pues es a través de éste que el administrado puede elevar ante la autoridad pública una petición 
respetuosa, que tiene como finalidad obtener bien sea la aclaración, la modificación o la revocación de un 
determinado acto administrativo y el hecho de que el administrado puede acudir una vez vencido el término de dos (2) 
meses de que trata el artículo 60 del C.C.A.,9 ante la jurisdicción Contencioso Administrativa para que a través de las 
acciones consagradas en la ley se resuelva de fondo sobre sus pretensiones, no implica que el solicitante pierda el 
derecho de que sea la propia administración, quien le resuelva las peticiones ante ella formuladas. 
 
 “En ese orden de ideas, debe tenerse además presente que la ocurrencia del silencio administrativo no hace 
improcedente la acción de tutela, pues la única finalidad del silencio administrativo negativo es facilitarle al 
administrado la posibilidad de acudir ante la jurisdicción para que ésta resuelva sobre sus pretensiones. Pero tal 
circunstancia no conlleva a considerar que el silencio administrativo puede equipararse a la resolución del recurso, 
pues el derecho de petición sigue vulnerado mientras la administración no decida de fondo sobre lo recurrido. 
 
Esta Corporación en la Sentencia T-499 de 200410 y al referirse a los recursos interpuestos en la vía gubernativa y su 
relación con el derecho de petición, afirmó lo siguiente: 

                                                 
7 Sobre el carácter fundamental del derecho de petición la Corte en la Sentencia T-952 de 2004, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, dijo lo siguiente : 
“(i) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, garantizando a su vez otros 
derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión; (ii) el núcleo esencial del derecho de 
petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión; (iii) la petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa y congruente 
con lo solicitado; (iv) la respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible7; (v)la respuesta no implica 
aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita; (vi) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, y 
en algunos casos a los particulares7; (vii) el silencio administrativo negativo, entendido como un mecanismo para agotar la vía gubernativa y acceder a la 
vía judicial, no satisface el derecho fundamental de petición7 pues su objeto es distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba 
incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición; (viii) el derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa7; (ix) la falta de 
competencia de la entidad ante quien se plantea, no la exonera del deber de responder;7 y (x) ante la presentación de una petición, la entidad pública debe 
notificar su respuesta al interesado. 7” 
8 Pueden consultarse, entre otras, las Sentencias T-657,T-658 y T-692 de 2004 M.P. Álvaro Tafur Galvis. 
9 El artículo 60 del Código Contencioso Administrativo, consagra la figura del silencio administrativo,  en tratándose de recursos, en los siguientes 
términos: 
"Transcurrido un plazo de dos (2) meses contado a partir de la interposición de los recursos  de reposición o de apelación sin que se haya notificado 
decisión expresa sobre ellos, se entenderá que la decisión es negativa. (..) 
"La ocurrencia del silencio administrativo negativo previsto en el inciso 1o. no exime a la autoridad de responsabilidad; ni le impide resolver mientras no se 
haya acudido ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo." 
10 M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  
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“En este sentido, cuando se han interpuesto recursos para agotar la vía gubernativa y la autoridad pública a quien le 
ha sido presentado los recursos omite resolverlos y no cumple con los términos legales, se encuentra vulnerando el 
derecho fundamental de petición. 

Al respeto, la Corte en su jurisprudencia ha señalado lo siguiente: 
 

“Si el derecho de petición se expresa en el derecho a obtener una respuesta de fondo, clara, oportuna y 
congruente con lo pedido, los recursos ante la administración deben incluirse en el núcleo esencial del artículo 
23 de la Carta. 

 

“En este orden de ideas, una conclusión se impone: si la administración no tramita o no resuelve los recursos, 
dentro de los términos legalmente señalados, vulnera el derecho de petición del administrado y, por lo tanto, 
legitima al solicitante para presentar la acción de tutela.”  (Subraya la Sala) 
 
Sentencias anteriores en supuestos similares al que aquí se estudia han sostenido lo siguiente: 
 

 “…la obligación del funcionario u organismo sobre oportuna resolución de las peticiones formuladas no se satisface 
con el silencio administrativo. Este tiene el objeto de abrir para el interesado la posibilidad de llevar el asunto a 
conocimiento del Contencioso Administrativo, lo cual se logra determinando, por la vía de la presunción, la existencia 
de un acto demandable. Pero de ninguna manera puede tomarse esa figura como supletoria de la obligación de 
resolver que tiene a su cargo la autoridad, y menos todavía entender que su ocurrencia excluye la defensa judicial del 

derecho de petición considerado en sí mismo.”11.Según tal consolidada doctrina, desconocida por los falladores de 

instancia la falta de respuesta oportuna de los recursos previstos por el propio Código Contencioso Administrativo, en 
orden a debatir frente a la propia Administración sus decisiones, constituyen una de las múltiples facetas que muestra 
en el panorama legislativo el derecho fundamental “a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos 
de interés general o particular y a obtener pronta resolución” de conformidad con lo dispuesto por el artículo 23 

Superior. 12 
 

De igual forma, la Corte ha afirmado que no es justificación suficiente para denegar el amparo, aducir la existencia del 
silencio administrativo negativo, esencialmente porque con ésta figura no se satisface el derecho del solicitante de 
obtener una respuesta pronta y de fondo sobre lo solicitado.”  
 

Y más adelante en la misma providencia señaló: 
 

“Es por tanto un deber de la administración resolver de fondo y dentro de los términos señalados, el recurso que el 

peticionario ha presentado oportunamente13. Actuar de manera contraria, además de vulnerar el derecho fundamental 

de petición, cuestiona el cumplimiento de los principios de celeridad y eficacia impuestos a la función pública por el 
artículo 209 de la Constitución. Por tanto, es procedente solicitar la protección por la vía de la tutela cuando existe una 
irregularidad de este tipo, tal y como sucede en el presente caso.”  
 

De igual manera en la Sentencia T-850 de 2004,14 dijo:   

“En otras palabras, cuando una persona solicita que se le reconozca su pensión y no se le responde, ello implica no 
solamente la violación del derecho fundamental de petición, sino también del derecho a obtener el reconocimiento de 
la pensión de jubilación. Al respecto señaló la Corte: "Es muy grave el perjuicio que se le ocasiona a un aspirante a 
pensionado, que teniendo el derecho para gozar de la prestación, no se le resuelve de fondo a su pretensión. 
Respuestas simplemente formales, como ha ocurrido en el presente caso, donde en muchas ocasiones se reproduce 
una primera contestación y no se resuelve materialmente, no constituyen una contestación adecuada al derecho de 

petición15." 

 
Resulta entonces claro de lo expresado, que cuando una persona interpone en vía gubernativa los recursos que la ley 
le otorga, el hecho de que éstos tengan una regulación específica, no los despoja del sustento constitucional según el 
cual, no resolver a tiempo los mismos vulnera el derecho de petición. “ 
 
5.  Reiteración de jurisprudencia. Término para resolver las solicitudes de petición por parte de las entidades que 
prestan el servicio público de seguridad social en pensiones.16 ” 

                                                 
11 Sentencia T-242 de 1993. M. P. José Gregorio Hernández Galindo, T-910 de 2001 M. P. Jaime Araujo Rentería. 
12 Ver Sentencia T-365 de 1998 M. P. Fabio Morón Díaz, T-276 de 2001 M. P. Clara Inés Vargas Hernández. 
13 Adicionalmente, pueden consultarse las sentencias T-365 de 1998 M.P. Fabio Morón Díaz, T-469 de 1998 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, T-344 de 
1999 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
14 M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
15 Sentencia T-235 de 2002 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra 
16 Sentencia T-213/2005, M.P. Álvaro Tafur Galvis 
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Precisado lo anterior, se colige, que la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- 

COLPENSIONES ha conculcado el derecho fundamental de petición y debido proceso del actor, al 

abstenerse de emitir pronunciamiento al recurso de apelación oportunamente interpuesto y concedido 

en la Resolución N° SUB311417 fechado 24 de noviembre de 2021 que desató el recurso de 

reposición y concedió la alzada, pues para la fecha de interposición de este amparo constitucional han 

transcurrido 12 meses y 15 días hábiles, lo que supera flagrantemente los términos establecidos en el 

Código de Procedimiento Administrativo.  

 

Sin embargo, ahora, tenemos que en el transcurso del trámite constitucional la entidad accionada 

COLPENSIONES profirió la Resolución N° DPE 16391 fechada 23 de diciembre de 2022, por medio 

de la cual resolvió el recurso de apelación interpuesto en contra del acto administrativo SUB 175930 

del 30 de julio de 2021 que negó el reconocimiento de un auxilio funerario deprecado por CRISTIAN 

DAVID RESTREPO PIEDRAHITA, la cual se encuentra en proceso de notificación, pues a pesar de 

haber realizado tres llamadas telefónicas al demandante este no contestó, por lo cual la accionada le 

remitió carta para que comparezca a notificarse de manera personal del acto administrativo.   

 

Es menester entonces recordar que la jurisprudencia constitucional17 ha definido la carencia actual de 

objeto como un fenómeno que tiene lugar cuando se extinguen los supuestos fácticos que subyacen a 

la vulneración ventilada en la solicitud de amparo, de modo tal que, desaparecido el objeto del litigio, 

el mecanismo pierde su razón de ser en tanto caería en el vacío cualquier pronunciamiento por parte 

del juez constitucional orientado a hacer cesar aquellas conductas de las que presuntamente se 

derivaba la afectación de derechos fundamentales. 

 

La situación descrita acontece en los eventos en que, por ejemplo, continúo diciendo la Corte, las 

pretensiones perseguidas por el accionante han sido satisfechas antes de que se adopte una decisión 

definitiva que clausure la controversia, o cuando finalmente se ha materializado la amenaza o ha 

ocurrido el perjuicio que se buscaba conjurar a través de la solicitud de amparo constitucional. 

 

La Corte igualmente, ha recogido la doctrina sobre el hecho superado, el daño consumado y la 

situación sobreviniente como distintas categorías en que se proyecta el fenómeno de la carencia 

actual de objeto, y ha caracterizado cada una de dichas modalidades:  

 
«El hecho superado se encuentra regulado en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, y consiste en que, 
entre la interposición de la acción de tutela y el momento en que el juez profiere el fallo, se satisfacen 
íntegramente las pretensiones planteadas por hechos atribuibles a la entidad accionada. De esta forma, 
pronunciarse sobre lo solicitado carecería de sentido, por cuanto no podría ordenarse a la entidad accionada 
a hacer lo que ya hizo, o abstenerse de realizar la conducta que ya cesó, por su propia voluntad. Sin 
embargo, ello no obsta para que el juez, de considerarlo necesario, emita un pronunciamiento de mérito con 
el fin de (i) avanzar en la comprensión de un derecho fundamental, realizar un llamado de atención a la parte 
concernida por la falta de conformidad constitucional de su conducta, conminarla a su no repetición o 
condenar su ocurrencia; o (ii) que en virtud de sus facultades ultra y extra petita encuentre que, a pesar de la 
variación de los hechos, ha surgido una nueva vulneración de derechos. 
 
De esta manera, para que se configure la carencia actual de objeto por hecho superado, deben 
acreditarse tres requisitos: (i) que ocurra una variación en los hechos que originaron la acción; (ii) que esta 

                                                 
17 La más reciente T 053/22 del 18 de febrero de 2022 con ponencia del Magistrado, Dr. ALBERTO ROJAS RIOS. 
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implique una satisfacción íntegra de las pretensiones de la demanda; y (iii) que ello se deba a una conducta 
asumida por la parte demandada. […]»18 (Resalta el despacho). 

 

En los escenarios mencionados anteriormente, la intervención de esta juez de tutela se torna inane 

para dispensar la protección constitucional en los precisos términos pretendidos por el actor frente al 

trámite surtido ante la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES, por 

lo que eventualmente el pronunciamiento judicial frente al caso concreto se circunscribirá, a constatar 

que se obtuvo lo solicitado, o a resarcir el daño, o a la adopción de medidas para evitar que se 

repitan lesiones a los derechos fundamentales, en el caso de que se logre evidenciar que la 

vulneración se produjo. 

 

De igual forma, es importante reseñar que ese Máximo Tribunal Constitucional, también señaló19 que 

la verificación del fenómeno de carencia actual de objeto no impide per se el pronunciamiento del juez 

de tutela. En palabras suyas: “(...) es posible que el proceso amerite un pronunciamiento adicional del juez de tutela, 

no para resolver el objeto de la tutela -el cual desapareció por sustracción de materia-, pero sí por otras razones que 

superan el caso concreto; por ejemplo, para avanzar en la comprensión de un derecho fundamental, o para prevenir que 

una nueva violación se produzca en el futuro. Es posible entonces que, dadas las particularidades de un proceso, el juez 

emita un pronunciamiento de fondo o incluso tome medidas adicionales, a pesar de la declaratoria de carencia actual de 

objeto (...)”20 (Subrayas propias). 

 

Por todo, se negará el amparo del derecho fundamental de petición y debido proceso reclamado por  

CRISTIAN DAVID RESTREPO PIEDRAHITA por carencia actual de objeto por hecho superado, pues 

como se señaló en precedencia la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- 

COLPENSIONES ya resolvió de fondo el recurso de apelación interpuesto por el accionante en contra 

de la Resolución SUB175930 del 30 de julio de 2021 a través del acto administrativo DPE 16391 del 

23 de diciembre de 2022, el cual se encuentra en trámite de notificación, con lo cual se verifica que la 

pretensión del actor que generó la interposición de la acción constitucional ya se encuentra satisfecha.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Décimo Penal del Circuito Especializado de Bogotá, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Constitución, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela del derecho fundamental de petición y debido proceso, 

reclamado por CRISTIAN DAVID RESTREPO PIEDRAHITA identificado con la C.C. 9.863.251, en 

contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES, por carencia 

actual de objeto por un hecho claramente superado, con fundamento en las consideraciones 

plasmadas en este proveído.  

 

                                                 
18 Sentencia SU-316 de 2021. 
19 Sentencia T-053-22. 
20 Sentencia SU-552 de 2019. 
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SEGUNDO: Notifíquese la presente decisión de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30 del 

decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: Remítase la actuación original ante la Corte Constitucional para su eventual revisión, en 

caso de ser seleccionada y en el evento que no sea impugnada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

MARTHA CECILIA ARTUNDUAGA GUARACA 

Juez 
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